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La actual coyuntura exige como nunca antes tratar de entender las particularidades del 
momento o de la(s) coyuntura(s) de la economía, de la política y de la economía política mun-
diales como ejercicio previo a pretender definir una estrategia de acumulación que efectiva-
mente sea alternativa y sea viable desde un país como el Ecuador. 

Diego Mancheno

La economía política y la política económica 
del gobierno: ¿ilusión o realidad?

El Plan Nacional para el Buen Vivir1, intenta 
este ejercicio y, sobre este esfuerzo, plantea una 
propuesta para transitar desde una economía 
dominada por el ejercicio de una política y orde-
namiento neoliberales y determinadas por el “libre 
juego” de las fuerzas del mercado; hacia otra; hacia 
una, en la que bíoconocimiento y el turismo sean 
los nuevos ejes de la acumulación.

Este plan define además un tránsito, un 
camino, en cuatro etapas. Una primera fase defi-
nida como de transición en la que el centro del 
cambio es la redistribución sin alterar significativa-
mente el patrón de dependencia de los productos 
primarios. A través de un proceso de sustitución 
selectiva de importaciones, el impulso al sector 
turístico y de la inversión pública estratégica que 
fomente la productividad sistémica. Una segunda 
fase en la que se espera que el “peso relativo de la 
nueva industria nacional se incremente frente a la 
de base primaria, se busque consolidar el superávit 
energético, principalmente a través de la produc-
ción y consumo de energía limpia y bioenergía”. 
Y, sin modificar aún la dependencia respecto de la 
extracción responsable y sustentable de recursos 
naturales no renovables, se plantea una prioriza-
ción en la inversión en investigación y desarrollo, la 
consolidación de un sistema de educación superior 
de cuarto nivel y de centros tecnológicos de inves-
tigación. La tercera fase, según el PPBV consolida 
una estrategia de diversificación y sustitución de 

1	  Plan Nacional para el Buen Vivir 2009-2013. SENPLADES, Ecuador, 2010

exportaciones. En esta fase el peso relativo de la 
industria nacional sería igual al de la economía 
de bienes primarios. Finalmente, la cuarta fase se 
plantea como la del despegue de los bioservicios 
y su aplicación tecnológica. En esta etapa el peso 
relativo de este tipo de servicios –principalmente 
de conocimiento– y de servicios turísticos tenga un 
peso superior al generado por el sector primario.

A cuatro años de gobierno toca hacer un 
balance del proceso; del camino transitado; a través 
de, o al margen de aquellas etapas definidas y esta-
blecidas en el PPBV. Toca advertir si lo avanzado 
va o no en la dirección señalada por ese Plan; es 
decir si se observa o no una “crisis de coyuntura”2, 
un cambio en la “trayectoria de la dependencia”3 
o si aquella dirección es inconsistente con esa 
coyuntura y por lo tanto está condenada a disol-
verse en los esfuerzos por emprenderla. Este 
ejercicio resulta oportuno; pues en este mismo 
período se han aprobado un conjunto de leyes; 
se han impulsado un conjunto de reformas ins-
titucionales y fundamentalmente se ha contado 
con un gigantesco presupuesto público; que no 
admite excusa temporal –de falta de tiempo–; que 
no admite excusa política –gobierno en disputa–; 
que no admite justificación histórica –dependencia 
de la trayectoria neoliberal– y tampoco limitación 
de recursos fiscales –en los últimos cuatro años 
de gobierno el presupuesto consolidado del sector 
público no financiero ha llegado a un acumulado 

2	  Para un entendimiento metodológico del concepto “crisis de coyuntura” 
ver: Terán J. F. La coyuntura como proceso 

3	  Path Dependence; Margolis S. & Liebowitz S. en http://ecsocman.edu.ru/
data/018/784/1216/0770book.pdf

Diego Mancheno— Economista. Director del Instituto 
de Investigaciones y Posgrados IAEN.
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En Guayaquil desde la segunda mitad del siglo XX y hasta la actualidad se han producido 
permanentes procesos de ocupación y apropiación ilegal de tierras agrícolas, periféricas o 
urbanas, públicas o privadas, por parte de grupos sociales pobres, provenientes del campo 
unos, otros con experiencia de vida urbana, a fin de conformar asentamientos donde puedan 
cristalizar su sueño de la casa propia.

Invasiones y marketing político

Históricamente, la urbe guayaquileña ha 
estado limitada en su crecimiento por las grandes 
propiedades agrícolas que la han rodeado. De otra 
parte, la propiedad territorial municipal ha sido 
pequeña, no obstante, de modo permanente se la 
rentó o vendió para que los vecinos construyan sus 
viviendas. Esta situación a la postre contradictoria, 
nunca fue enfrentada por el gobierno local, en tér-
minos de previsión y planificación del crecimiento 
urbano. El municipio porteño dejó que los dife-
rentes grupos sociales resuelvan sus necesidades 
habitacionales según sus posibilidades y estrate-
gias de sobrevivencia, creando así un mercado de 
suelo urbano socialmente fragmentado, uno para 
la demanda efectiva y otro para los pobres. Esto ha 
beneficiado a los propietarios de grandes predios y 
a los traficantes de tierras, y ha creado obstáculos 
al desarrollo de la industria de la construcción de 
vivienda y grandes problemas al Estado, que debe 
asumir los costos y riesgos de las derivaciones 
generadas por un desarrollo urbano hipertrofiado.

En este mercado oligopólico del suelo urbano 
hay la coincidencia de intereses y el encubrimiento 
entre los operadores inmobiliarios formales e 
informales, lo que hace que ambos cohabiten, se 
reproduzcan y acumulen capital. A esto se agregan 
de una parte la voracidad de los propietarios de 
tierras que sin arriesgar se llevan un porcentaje 
significativo de la ganancia inmobiliaria. De otra, la 
complicidad del sistema político y de la institucio-
nalidad estatal local para que se amplíen caótica-
mente los límites urbanos, con el apoyo de la inver-
sión en obras públicas que valorizan los terrenos.

Los invasores siempre han contado con el 
apoyo adecuado y remunerado de promotores 
inmobiliarios informales y de mafias de traficantes 
de tierras, que generalmente han sido guardaespal-
das de dirigentes políticos populistas y clientelares, 
vinculados contingentemente a los partidos polí-
ticos en apogeo en cada momento: CFP, PRE, PSC, 
Alianza País y Madera de Guerrero.

Las invasiones y la conformación y consolida-
ción de asentamientos ilegales y no planificados 
son consecuencia de la conjugación de múltiples 
factores, estructurales y coyunturales. Responden 
a las desigualdades sociales existentes; a la incapa-
cidad del sistema económico urbano para generar 
empleos decentes y adecuadamente remunerados; 
a la discapacidad de los niveles central y local de 
gobierno para enfrentar la pobreza y sus inequi-
dades sociales; a la insensibilidad de las élites 
sociales para acortar las grandes diferencias socio-
económicas sin recurrir al atajo del asistencialismo 
corporativista.

Frente al déficit habitacional creciente, el 
Estado ha permitido que sean las fuerzas del mer-
cado las que profundicen la inequidad. A eso se 
agregan los crecientes desequilibrios campo-ciudad, 
las permanentes migraciones internas y los efectos 
de las migraciones internacionales de la población. 
Por último, y con gran destaque, la hegemonía del 
populismo electorero y clientelar, que se aprovecha 
de la existencia de los pobres que sobreviven en la 
ciudad en condiciones infrahumanas de vida.

Gaitán Villavicencio

Las invasiones de tierras en Guayaquil: 
historia y coyuntura política

Gaitán Villavicencio— Licenciado en Sociología Urbana y Diploma 
Especial de Postgrado en Desarrollo por la Universidad de Lovaina. 
Profesor universitario.

La reforma hidrocarburífera de Rafael Correa

Casi al cumplir su cuarto año de mandato 
gubernamental, Rafael Correa impulsó una reforma 
parcial a la Ley de Hidrocarburos, sobre la base 
del “contrato de prestación de servicios” creado en 
1982 por Oswaldo Hurtado. En aquella ocasión se 
dijo que el Estado no disponía de recursos mone-
tarios para invertir en áreas de riesgo exploratorio, 
por lo que esa inversión de riesgo debían reali-
zarla las empresas petroleras extranjeras, y que si 
encontraban petróleo comercialmente explotable, el 
Estado les reembolsaría las inversiones y los costos, 
siempre y cuando la explotación en curso le deje 
al Estado una rentabilidad mínima del 15% una vez 
deducidos los costos de producción, transporte y 
comercialización. Si no se cumplía este requisito las 
empresas petroleras extranjeras no tenían derecho 
a recibir dichos reembolsos, pues se trataba de una 
inversión de riesgo que debía ser asumida por las 
contratistas. En ese modelo de contratación se fijó 
dos condiciones adicionales: la adjudicación de los 
contratos mediante proceso licitatorio, y el pago del 
44.4% por impuesto a la renta.

La reforma de Rafael Correa propone lo 
siguiente: 
i) 	 Entregar a las empresas estatales extranjeras 

los principales campos petroleros que están 
en producción, hoy bajo el control del Estado 
ecuatoriano, campos en los que ya no hay 
riesgo exploratorio; 

ii) 	 Hacerlo de manera directa sin proceso 
licitatorio; 

iii) 	 Las petroleras extranjeras ya no pagarán el 
44.4% del impuesto a la renta, sino el 25%, es 
decir, se les rebajó casi 20 puntos porcentuales 
de tributo; 

iv) 	 El gobierno cancelará a las empresas con-
tratistas con las que renegoció los contratos 
petroleros (“prestación de servicios” en vez del 
“contrato de participación”), exageradas tarifas 
por la extracción de un barril de petróleo, que 
superan entre el 700% y 800% a los costos de 
producción de Petroamazonas y Petroecuador 
respectivamente; 

v) 	 Se les prorroga la duración de los contratos 
hasta por diez años más, con lo cual uno de los 
contratos (Tarapoa y campos unificados) estará 
en manos privadas por más de medio siglo; 

vi) 	 El Estado hará uso del oleoducto privado de 
crudos pesados (OCP); 

vii) 	El gobierno les pagará millonarias indemniza-
ciones a las contratistas que no renegociaron 
los respectivos contratos, obviando las enor-
mes pérdidas económicas causadas al país, 
como por ejemplo, el haber entregado “fraudu-
lentamente” el campo Palo Azul a las empresas 
Petromanabí y Cayman socias de Petrobras 
(Informe de una Comisión Ministerial); 

viii) Las contratistas que se quedan en el país inver-
tirán un total de 1207 millones de dólares, 
según José Ziritt, presidente de las petroleras, 
quien antes de ocupar ese cargo, fue represen-
tante del Presidente Rafael Correa en el Directo-
rio de Petroecuador), monto que significa el 5% 
del Presupuesto General del Estado del 2011, 
que es de 23.950 millones de dólares, y signi-
fica una inversión del 0.5% anual con relación 
a dicho presupuesto, y del 29.43% con relación 
al monto de las importaciones de combustibles 
que realizará el gobierno en el año 2011.

ix) 	 Las nuevas inversiones saldrán de la produc-
ción diaria de los yacimientos de Sacha, Shus-
hufidi, Auca, Conocaco, Libertador, y años des-
pués de ITT, campos petroleros en donde ya 
se han invertido miles de millones de dólares 
del estado ecuatoriano para descubrir reservas 
comercialmente explotables.

x) 	 Finalmente, la reforma legal ideada y suscrita 
por Rafael Correa pone una losa sobre todos 
los incumplimientos contractuales y violaciones 
a la ley que se habían producido en los gobier-
nos anteriores. Un borrón y cuenta nueva…

Conclusión

El período 1992-2010, que incluye obviamente 
los cuatro años de Rafael Correa, se ha caracteri-
zado por una mayor desnacionalización de la 
industria petrolera del país. Por sus volúmenes de 
producción anual e incremento de precios, los efec-
tos de esta política han sido más negativos que 
aquellos del período 1925-1971. En 1972 el precio 
del barril de petróleo fue de 2.5 dólares, y en el 
segundo quinquenio de lo que va de este siglo, el 
precio promedio superó los 80 dólares en el mer-
cado internacional. En definitiva, en este período, 
las empresas contratistas han tenido la mejor opor-
tunidad para concentrar y acumular la riqueza 
petrolera a su favor. Por último, esta reforma entró 
en vigencia por el ministerio de la ley, con manio-
bras políticas inéditas y sin escrúpulos.  
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para, posteriormente, generar la dotación del trans-
porte público, alumbrado y otros servicios colec-
tivos, obviamente “por goteo” y en función de la 
dádiva populista y clientelar.

En los años 60, la construcción del mega-
proyecto de Puerto Nuevo, al sur de la ciudad, y de 
la vía de acceso, la avenida 25 de Julio, fue posible 
gracias la expropiación de la hacienda El Guasmo 
a Juan X. Marcos. Los terrenos sobrantes los repar-
tió el Estado entre diversas instituciones públi-
cas: Junta Nacional de la Vivienda, IESS, Armada 
Nacional, Municipio, entre otras. En los años 70 se 
dieron sucesivas oleadas de ocupación de los terre-
nos municipales deñ Guasmo, lo que se agudizó 
durante la Alcaldía de Guillermo Molina Defranc 
(1978). A partir de entonces el poblamiento fue 
vertiginoso y se operó la división del área en varias 
secciones: Guasmo Norte, Central, Sur y Fertisa.

El fenómeno no se detuvo. Paralelamente se 
generaba otra área de invasión al norte de la ciu-
dad. Se había construido entonces la carretera Gua-
yaquil – Daule – Balzar – Quevedo, a fin de ampliar 
la frontera agrícola bananera y facilitar la circu-
lación de esa producción exportable hacia Puerto 
Nuevo. La carretera Panamericana atravesaba las 
haciendas Mapasingue y Prosperina, sector que se 

iba conformando como la segunda zona industrial 
de Guayaquil. En ese contexto, se desencadenó otra 
oleada de invasiones a esos predios, ante lo cual 
sus propietarios recurrían inmediatamente a solici-
tar los desalojos, lo que perduró durante un cierto 
tiempo, pues, más adelante, los mismos dueños de 
los terrenos impulsaron los múltiples fracciona-
mientos de los predios para facilitar su venta como 
si fueran terrenos urbanos. Por lo demás, esos sec-
tores sociales dotaban de mano obrera a las empre-
sas industriales en expansión en la zona.

En los años 80, durante el gobierno de Febres 
Cordero y siendo Gobernador de la provincia Jaime 
Nebot, se construyó la vía perimetral de Guayaquil, 
que incentivó a nuevas invasiones siguiendo el 
trazado de la misma, proceso que se ha mantenido 
durante las dos últimas décadas. En el sur-oeste 
de la urbe hubo la ocupación de la Isla Trinitaria, 
mientras que en el nor-oeste se conformaron los 
asentamientos Pancho Jácome, Bastión Popular, 
Flor de Bastión, Balerio Estacio, entre otros, que 
hasta hoy siguen consolidándose y densificando la 
urbe.

Ya en tiempos más recientes, conocidos diri-
gentes de las invasiones que son a su vez “dirigen-
tes políticos”, juntos con las mafias de traficantes 

El gobierno nacional se muestra preocupado 
por la multiplicación de las invasiones, pero para 
que esa preocupación sea parte de una medida 
pública sólida y perdurable, el gobierno debe coor-
dinar integralmente con la Municipalidad de Guaya-
quil. Hay que combatir a las mafias de traficantes 
de tierras y conformar una oferta de suelo urbano 
accesible a la demanda de los sectores pobres, 
sin caer en el clientelismo y el cálculo electorero. 
Los verdaderos delincuentes no son los poblado-
res que ocupan esos predios invadidos, sino los 
“Estacios” y otros especuladores y acaparadores 
de terrenos. Resulta lamentable que el gobierno de 
Rafael Correa crea que la solución al problema es la 
militarización de las áreas periféricas de la ciudad. 
También es lamentable la improvisada operación de 
reubicación de los invasores, ya que crea expecta-
tivas en otros grupos humanos, que tienen igual o 
peor necesidad de vivienda, y que tarde o temprano 
ejecutarán ocupaciones ilegales para que se les ten-
gan en cuenta en ulteriores re-asentamientos.

En la actual coyuntura, los enfrentamientos 
entre el Presidente Correa y el Alcalde Nebot, como 
estrategia de mercadeo político, se dan preferente-
mente en el escenario local. Hay una lucha por la 
hegemonía política y el control de la población de la 
urbe más grande del país, en un contexto de incapa-
cidad del sistema político para articular propuestas 
alternativas viables. Por esta razón el argumento de 
las invasiones urbanas cobra tanta relevancia, pero 
al mismo tiempo no se afronta realmente el tema 
de la inseguridad ciudadana, principal demanda 
social desde hace mucho tiempo. A la postre, las 
invasiones en Guayaquil han sido convertidas en el 
nuevo Caballo de Troya en la pugna de los dos líde-
res, dentro de la nueva coyuntura del referéndum-
consulta convocada por el gobierno.

El proceso de urbanización de Guayaquil 
y las ocupaciones del suelo urbano

A lo largo de la segunda mitad del siglo 
20 se produjo un persistente y sostenido creci-
miento poblacional de la ciudad, como también un 
aumento paulatino y desmesurado de su planta 
urbana.

			 

Guayaquil: población y crecimiento urbano

Año Población Superficie (miles 
de hectáreas)

1950 258.966 1.100

1962 510.804 2.200

1974 823.219 4.658

1982 1.199.344 9.185

1990 1.508.000 19.000

2001 1.985.000 35.000

Fuente: INEC; D-Plan-MIMG
				  

Entre 1950 y 2001 Guayaquil incrementó su 
población en 6.6 veces. Sin embargo, el ritmo de 
crecimiento demográfico ha disminuido paulatina-
mente, desde una tasa de 5.66 en 1950 a otra de 
2.87 en 1982-90. Durante ese período, conforme 
la ciudad adquiría importancia como centro eco-
nómico, financiero y comercial se fue generando 
un proceso de modernización urbanístico. En ese 
periodo la Municipalidad de Guayaquil adquirió 
al Banco de Crédito Hipotecario los terrenos que 
actualmente corresponden a la parroquia Febres 
Cordero, en el sur-oeste de la ciudad, área inun-
dable de renta nula, con el fin de orientarlos al 
crecimiento habitacional de la ciudad, operación 
que generó grandes beneficios económicos para el 
referido banco.

El poblamiento intenso se dio a partir de los 
años 50, vía ocupación, coincidiendo aquello con el 
boom bananero. Entonces se conformó el suburbio 
guayaquileño, que se caracterizó por sus miles de 
“casas” de caña y palafitos (puentes sobre el agua 
y el pantano) para acceder a las mismas. El levan-
tamiento social del 2 y 3 de junio de 1959 en esta 
ciudad, como protesta al gobierno socialcristiano 
de Camilo Ponce, hizo que se impulsara una nueva 
estrategia de dominación y control a la población 
suburbana, consistente en la ampliación de la oferta 
clientelar de terrenos, basada en el ofrecimiento de 
relleno pétreo de los lugares inundables, y la legali-
zación de los solares desde el control del Municipio, 
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Porciones signifi-
cativas de territorios 
de esos cantones 
hacen parte de la 
trama metropolitana 
guayaquileña, bajo 
diferentes modalida-
des inmobiliarias y 
figuras urbanísticas: 
urbanizaciones, loti-
zaciones, áreas de 
reserva, haciendas, 
zonas periurbanas, 
etc. Constituyen los 
sectores de creci-
miento más dinámi-
cos para la aglome-
ración, y promisorias 
tierras de “engorde” 
(valorización) para 
el mercado de suelo 
urbano y vivienda. Vale remarcar que montos signifi-
cativos de la inversión inmobiliaria privada y estatal 
se encuentran localizadas en estos lugares, como 
es el caso de Tarifa de Samborondón y las vías a La 
Aurora, Daule, Nobol y Durán, con los macro-pro-
yectos del BEV- MIDUVI, para satisfacer la demanda 
solvente del Gran Guayaquil y sus alrededores.

En todo este gran territorio se han impulsado 
en los últimos 25 años una serie de acciones ins-
titucionales y operaciones inmobiliarias, como 
también se han producido localizaciones y re-loca-
lizaciones de actividades económicas y colectivas, 
implantación o cambios de usos del suelo, que 
han provocado diferenciados procesos de valori-
zación y múltiples formas de ingresar la tierra al 
mercado del suelo y la vivienda. Pero también se 
han producido diversos procesos de invasión de 
tierras estatales y privadas por miles de personas 
sin vivienda, cuya velocidad de ocupación ha estado 
siempre en correspondencia con la construcción del 
sistema vial cercano y el acceso inmediato a otros 
servicios indispensables. Estos han sido también 
medios de apropiarse imaginariamente de la urbe y 
alcanzar un referente simbólico de ciudadanía, que 
les permita en agradecimiento truequear esas obras 
(aunque estén inconclusas) con votos a favor de los 
caudillos-benefactores de turno.

Desde los años 80 hasta la fecha, se ha produ-
cido en la aglomeración urbana una cierta especiali-
zación de los sectores de la urbe, especialmente en 
el norte de Guayaquil, a partir de los ejes viales que 
han condicionado y conllevado el cambio de usos 
del suelo. Son los caso de las ciudadelas Víctor Emi-
lio Estrada, en Urdesa, zona rosa de esparcimiento 

y servicios, pero también de uso residencial; de La 
Garzota - Guillermo Pareja, donde se han asentado 
comercios y servicios formales en conjunto con 
viviendas; el barrio Orellana, que está cambiando de 
uso residencial a servicios, en particular oficinas. 
También debe incluirse lo que se está impulsando 
por parte de la promoción inmobiliaria privada, 
en la Avenida Francisco de Orellana hasta el cruce 
con la Avenida Tanca Marengo, llamada también la 
Kennedy Norte, como un distrito de negocios y para 
el sector terciario superior, que está en expansión 
no obstante los problemas de las crisis económico-
financiera y sus secuelas de embargos inmobilia-
rios. En resumen, el desarrollo de los ejes viales ha 
marcado las diferencias urbanas y los niveles de 
segregación socio-residencial, agudizando en Gua-
yaquil las situaciones de desigualdad, inequidad y 
exclusión socio-económica y urbanística.

Otra de las características de este proceso de 
urbanización de Guayaquil es la consolidación en 
la parte norte del área metropolitana de un número 
creciente de urbanizaciones y pequeños programas 
de vivienda para estratos sociales de ingresos altos 
y medio altos. Estos casos se caracterizan por ven-
der -a más de confort- funcionalidad, lujos y segu-
ridad, éste, el nuevo elemento en la composición 
del precio de un bien inmobiliario y de la canasta 
básica, expresado en los filtros de seguridad, los 
guardias privados, las tecnologías sofisticadas de 
protección que caracterizan a estas urbanizaciones 
guayaquileñas.

Alrededor del 65% de la inversión municipal 
de los años 90 se localizó en el norte de la ciudad 
y sus áreas inmediatas. Aprovechando los ejes 

 Las dos administraciones 

socialcristianas han impulsado 

un programa masivo de regu-

larización de la tenencia del 

suelo urbano en las áreas de 

“invasión” ya consolidadas, lo 

que es el programa más des-

tacado de las mismas, pero no 

han podido controlar y peor 

reducir las ocupaciones ilega-

les, ni siquiera con la creación de los programas habitacionales  y de 

lotes con servicios municipales, denominados “Mucho Lote” Uno y Dos.

de tierras han ampliando sus espacios territoriales 
de dominio, más allá de los límites urbanos vigen-
tes, acercándose al canal del Trasvase Daule-Peripa, 
una obra de riego de indudable valor estratégico. 
Esto motivó la decisión presidencial de disponer los 
desalojos últimos, y al mismo tiempo tocó el gong 
del nuevo round de enfrentamiento “Correa versus 
Nebot”…

Coincidencias y diferencias entre 
las distintas coyunturas

En todos los casos brevemente reseñados 
hay particularidades y coincidencias, lo que nos 
permiten hacer las siguientes afirmaciones: (i) En 
la historia urbana guayaquileña las invasiones no 
han afectado a los haberes de los propietarios 
territoriales, pues siempre éstos fueron pagados 
por el Estado; (ii) Debido a las distorsiones del 
capitalismo atrasado de nuestro país, ser pobre es 
muy oneroso, ya que se debe pagar al traficante 
de tierras para acceder a la posesión de un bien 
inmobiliario, al Municipio para acceder a la titula-
rización del predio, a la banda local se debe pagar 
por la vigilancia, se cancela valores sobreestimados 
por el agua de tanquero para el consumo humano, 
se paga el acceso informal a la energía eléctrica, 
también la escuela de los hijos, y es casi obligato-
rio abastecerse en la cadena de tiendas del “capo” 
del barrio (materiales de construcción, comestibles, 
combustibles, electrodomésticos…) (iii) Entre los 
años 1950 y 2010 ninguna política de vivienda ha 
sido eficaz y eficiente, ni ha disminuido el déficit 
habitacional de Guayaquil, pues existe una lógica 
superviviente que junta y funcionaliza a trafican-
tes y mafiosos de la tierra, invasores y caudillos, 
además de los poderes políticos en apogeo en el 
momento.

 La bonanza petrolera del país y el inicio de las 
crisis de la deuda externa, financiera y económica 
de los años 80, fueron factores que incidieron de 
manera diferente en las formas de producción de las 
ciudades, en la articulación de la red urbana nacional 
y en la gestión citadina. Durante la década de los 80 
se gestaron procesos urbanos contradictorios que 
retomaban elementos de la década anterior, como 
el despilfarro inmobiliario y la expansión moderni-
zante de una forma de vida urbana y consumista, 
pero también se vivió el colapso de los servicios 
públicos municipales y la crisis de gestión edilicia 
populista y clientelar, que debido al ajuste estructu-
ral, la reducción de los subsidios, la “sincerización” 
de los precios de los servicios públicos, la reducción 
del gasto social, entre otras medidas para estabili-
zar la economía nacional, acordes con el recetario 

económico en boga, marcaron el tránsito de una 
etapa a otra, pero también en esa coyuntura se pro-
fundizó la crisis de la ciudad.

En ese contexto, la ciudad y sus gobiernos tam-
bién se embarcaron en la “modernización urbana”, 
a partir del caos e inestabilidad administrativa here-
dados de las administraciones municipales de la 
década de los 80, en particular de las gestiones clien-
telares-populistas del PRE y sus aliados locales, que 
obligaron a la intervención del Estado central por 
la crisis de los servicios públicos, en particular del 
servicio de recolección de desechos sólidos en Gua-
yaquil, lo que desembocó más tarde en la concesión 
a un grupo particular canadiense-local y en un grave 
problema laboral. Durante esta época las invasiones 
se extendieron por diferentes puntos de la mancha 
urbana. El caso de Guayaquil se tornó en un ejemplo 
a no imitar por el resto de municipios del país.

En las últimas dos décadas se configura un 
conjunto de tendencias en el proceso de urbaniza-
ción en Guayaquil, como en el resto del país, que 
afectan directa y diferenciadamente a los actores 
sociales y a los agentes económicos, en lo relacio-
nado con la producción del cuadro construido, la 
estructura de la propiedad del suelo urbano, el 
desarrollo de formas de promoción inmobiliaria, los 
alcances de las demandas urbanas agregadas, inclu-
yendo los procesos de invasión; todo aquello den-
tro del contexto de globalización y desregulación en 
que se hallaban insertos la urbe y el país.

En 1990 Guayaquil tenía 1.508.444 habitan-
tes, lo que relacionado con las 16.552 hectáreas 
del área construida censada, arroja una densidad 
poblacional de 91.1 habitantes por hectárea. La 
ciudad experimentaba paralelamente un acelerado 
y descontrolado crecimiento de su planta urbana, 
como consecuencia de las invasiones, lo que incidía 
en las dificultades en la dotación de equipamiento 
e infraestructura urbana por el Estado, debido 
al patrón de localización y ocupación del suelo 
urbano, agudizándose el panorama de segregación 
socio-residencial vigente. El censo de población de 
2001 registró un total de 1.985.000 habitantes, cifra 
marcada por las migraciones internacionales que se 
habían iniciado desde la década anterior.

En ese proceso hipertrofiado de urbanización 
se destaca como rasgo sobresaliente el impulso de 
conurbaciones que han hecho que el tejido urbano 
se salte límites y competencias político-administra-
tivos, y genere una situación de metropolización no 
reconocida por el derecho urbano ni por las auto-
ridades locales respectivas. La metropolización de 
Guayaquil se dispara en varias direcciones: hacia 
los cantones Samborondón, Durán y Nobol, y hacia 
el kilómetro 27 en dirección a Taura y Milagro.
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límite urbano gracias a la Ordenanza de 1991, afec-
tando inclusive a tierras comunales y desalojando a 
los comuneros de sus terruños ancestrales.

En este análisis de la coyuntura urbana de Gua-
yaquil no se puede pasar por alto el rol del Estado, 
en particular del Municipio porteño. Amerita des-
tacarse el cambio que se ha dado en la gestión edi-
licia en materia de continuidad del mandato y sus 
programas. En efecto, mientras entre 1979 y 1992 
pasaron por el Municipio siete alcaldes, desde esta 
última fecha hasta la actualidad lo han hecho dos: 
Febres Cordero y Jaime Nebot. Esto último ha per-
mitido que el Municipio se “especialice” en el desa-
rrollo de grandes obras físicas, como es la cons-
trucción de pasos viales, la ampliación y manteni-
miento del sistema vial urbano y el desarrollo de 
ciertos equipamientos colectivos, como malecones, 
mercados y parques, entre otros. Si bien esto ha 
representado un significativo cambio en la gestión 
municipal y el desarrollo urbanístico de Guayaquil, 
no es suficiente para encarar los graves problemas 
que aquejan a la ciudad y sus habitantes, princi-
palmente referidos al tráfico vehicular y la circula-
ción, el saneamiento ambiental y la infraestructura 
básica, la lucha contra la pobreza, el desempleo y 
subempleo, y la fragilidad de la economía urbana.

Las dos administraciones socialcristianas han 
impulsado un programa masivo de regularización 
de la tenencia del suelo urbano en las áreas de 
“invasión” ya consolidadas, lo que a nuestro crite-
rio es el programa más destacado de las mismas, 
pero no han podido controlar y peor reducir las 
ocupaciones ilegales, ni siquiera con la creación 
de los programas habitacionales y de lotes con 
servicios municipales, denominados “Mucho Lote” 
Uno y Dos. Por el contrario, se han agudizado los 
problemas por los efectos del Fenómeno de El Niño 
1997-98, y también por las catástrofes naturales 
en la región y el país, todo esto agravado por el 
empobrecimiento masivo, la emigración interna y 
las remesas internacionales. Esto se puede observar 
a primera vista en los asentamientos suburbanos 
recientemente consolidados, en el cambio de mate-
riales de construcción de las viviendas, de la caña 
guadua al bloque de cemento.

Perspectivas

Guayaquil, centro primado nacional nos plan-
tea hoy la vigencia de las nuevas tendencias de 
urbanización, obviamente con sus características 
especificas. La urbe comienza a re-asumir su tradi-
cional rol de ciudad cosmopolita, puerto internacio-
nal, marítimo y aéreo, en la geopolítica del Pacifico 
Sur y de la Cuenca del Pacífico; empero, sin defi-
nir y consensuar un proyecto histórico de centro 
metropolitano, como un plan de progreso econó-
mico y encadenamiento productivo como aglome-
ración regional, dados los intereses encontrados de 
sus élites y el relegamiento y subalternización de 
amplios sectores sociales.

La visión municipal actual del desarrollo 
urbano constituye un sui géneris modelo de gestión 
citadina, basado en un enfoque tradicional y en una 
ortodoxia urbanística, como en el ya mencionado 
retorno y recuperación de la ciudad construida, 
principalmente de ciertos bienes patrimoniales, 
paisajes y áreas edificadas (deterioradas) del 
casco comercial y sus alrededores, necesitadas de 
re-valorización.

Lo anterior no debería ser asumido como una 
mega-operación del negocio inmobiliario, cuanto 
como la creación y desarrollo de un creciente espa-
cio público, colectivo, para uso y disfrute de todos 
los usuarios de la ciudad y del país, lo que visuali-
zaría el principal elemento de recuperación de una 
urbe moderna, y también proyectaría la iniciativa 
y poder de sus grupos dominantes para que que-
den indeleblemente registrados en las memorias 
histórica y colectiva, tal como las define Maurice 
Halbwachs. 

El actual es un proyecto de desarrollo local 
caracterizado como empresarial, ya que como 
un acto de fe solo la empresa privada (de dice) 
es capaz de gestionar adecuadamente lo público-
estatal; y como verticalista, ya que no es partidario 
de la participación social y la rendición de cuentas, 
tampoco de escuchar y aceptar las demandas socia-
les, ya que se piensa que solo las élites son dueñas 
de las soluciones a los problemas existentes en 
la aglomeración urbana. Proyecto que a partir del 
“obrismo” intenta impulsar una ciudad imaginada y 
pensada por las élites en oposición a la ciudad real, 
donde desenvuelven su cotidianidad más del 60% 

En la actual coyuntura, el enfrentamiento entre el Presidente Correa y 

el Alcalde Nebot, como estrategia de mercadeo político, se dan prefe-

rentemente en el escenario local. Hay una lucha por la hegemonía polí-

tica y el control de la población de la urbe más grande del país.

viales rápidos, viaductos y 
pasos a desnivel construidos 
a partir de 1992 por las admi-
nistraciones socialcristianas, 
se han localizado en el norte 
de la Guayaquil varios centros 
comerciales o malls, cuyo ori-
gen se remonta a los años 70 
con el pionero Policentro. En la 
actualidad hay nueve grandes 
centros comerciales y alrede-
dor de ocho pequeños, que 
llegan inclusive hasta el centro 
de la ciudad. En este momento, 
ante la ausencia de seguridad 
ciudadana y el crecimiento del 
miedo entre los habitantes de 
la ciudad, las personas pre-
fieren visitar los malls en sus 
momentos de esparcimiento, 
como antes lo hacían a los par-
ques de la ciudad. Los centros comerciales se han 
convertido en los sitios de recreación de una socie-
dad con miedo y, en menor medida, en espacios de 
intercambio.

Un elemento particular que sobresale en este 
proceso de urbanización de Guayaquil es el de 
la “conquista del cuadro construido” (Fernando 
Carrión), especialmente del casco central a través 
de la rehabilitación, remodelación, regeneración… 
de las antiguas edificaciones de cemento y hierro 
construidas entre los años 20 hasta los 60. En 
general, en las décadas de los 70 y 80 esta zona 
fue poco atendida debido a que no representaba 
votos para la gestión clientelar, por lo cual no hubo 
grandes obras urbanísticas. Pero las dos últimas 
administraciones cantonales se han impulsado 
grandes obras de revitalización urbana como son el 
Proyecto Malecón 2000 y los túneles de El Carmen 
y Santa Ana, estos últimos, que rompen una limita-
ción natural (los cerros) y unen el norte con el cen-
tro de la urbe, lo que refuerza la centralidad urbana 
guayaquileña frente a las limitadas experiencias de 
desconcentración existentes al interior de la aglo-
meración. De su parte, el Proyecto Malecón 2000 
fue una gran operación de renovación urbana del 
Malecón Simón Bolívar, desde las escalinatas Diego 
Noboa del Cerro Santa Ana, pasando por el Malecón 
hasta el Mercado Sur. Actualmente se proyecta res-
catar las riveras del Estero Salado, y como se señala 
en la publicidad inmobiliaria y municipal, se “busca 
rescatar el potencial turístico, recreacional y comer-
cial del centro histórico de Guayaquil” de la mano 
de las fundaciones que se han conformado como 
operadoras de esta “regeneración urbana”.

Del presente hacia adelante

En el centro de Guayaquil y en su periferia 
urbana y suburbana hay áreas que necesitan ser 
recuperadas a través de programas de atención y 
rehabilitación urbanísticas para que adquieran vita-
lidad y se articulen mejor al tejido urbano. Esto se 
debería lograr con el aporte del sector público y de 
los actores sociales urbanos. Para enfrentar lo rese-
ñado se impulsó por parte de las administraciones 
Febres Cordero y Nebot, un programa municipal 
de regeneración urbana basado en la gestión de las 
fundaciones Malecón 2000 y Guayaquil Siglo XXI, 
y su recuperación a través de los impuestos muni-
cipales revaluados, fijados a los corredores viales– 
prediales beneficiados, como es el caso de la recu-
peración del patrimonio edilicio existente, espe-
cialmente las operaciones realizadas a lo largo de 
los corredores 9 de Octubre, Portete, Víctor Emilio 
Estrada, Malecón de El Salado, calles del casco cen-
tral, barrio Las Peñas, barrio El Centenario, barrio 
Las Quintas y barrio del Astillero, principalmente. 

Hay que destacar la localización en el norte 
de Guayaquil, especialmente en el sector de la vía 
a la Costa (Chongón), de un conjunto de grandes 
equipamientos colectivos, vinculados a macro-pro-
yectos, es el caso del nuevo aeropuerto a entregarse 
en concesión; o de proyectos ejecutados y en fun-
cionamiento, como el trasvase Daule – Península de 
Santa Elena, y la autopista Guayaquil – Salinas, mis-
mos que están induciendo al crecimiento urbano 
en esa dirección, y también están generando un 
proceso de acaparamiento y especulación del suelo 
rural en ese sector, mismo que ha sido integrado al 
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La nueva Constitución incorpora elementos de cambio trascendentes e innovativos al sistema 
político de Ecuador, que se ubican en la corriente latinoamericana de la reforma al régimen 
político denominada neo-constitucionalismo.1

Fernando Buendía

Los gobiernos autónomos descentralizados

 Entre los elementos novedosos la Constitución 
ecuatoriana vale destacar:1

(i) 	 Caracteriza al régimen político general como 
un Estado constitucional de derechos, ante-
poniendo la jerarquía de la Constitución y los 
derechos individuales y colectivos, a las leyes 
e instituciones públicas. Esta modificación 
implica, entre otras cosas, la supeditación de 
toda la política pública al marco constitucional 
y, por otro lado, la exigibilidad y judiciali-
dad de los derechos. Por ello, la Constitución 
determina que es un objetivo fundamental del 
Estado el alcanzar la equidad territorial e inter-
territorial en el desarrollo.

(ii) 	 Mantiene el modelo unitario de Estado, aunque 
reconoce la autonomía política, administra-
tiva y financiera de los gobiernos autóno-
mos descentralizados. La autonomía política 
otorga facultades de tipo legislativo y ejecutivo 
a los gobiernos regionales, provinciales y can-
tonales, en el ámbito de sus competencias y 
en sus circunscripciones territoriales. A través 
de la descentralización obligatoria, progresiva 
y definitiva de las competencias del gobierno 
central a los gobiernos descentralizados se 
fomenta alcanzar la mayor autonomía posible 
a fin de que las regiones y territorios puedan 
impulsar sus proyectos de desarrollo para el 
Buen Vivir y puedan llegar a convertirse en una 
suerte de régimen autonómico.

1	 El neo-constitucionalismo es una corriente del pensamiento jurídico que 
propone la primacía de la Constitución y de los derechos como la fuente de 
legalidad y legitimidad, y plantea una lectura holística de las normas jurídicas 
como metodología de interpretación.

(iii) 	Reconoce cuatro niveles de gobierno des-
centralizado: regiones, provincias, cantones 
y parroquias. Enfatiza en el gobierno regional 
como nivel intermedio y en los municipios 
como nivel local, otorgándoles un mayor 
número de competencias, aunque reconoce a 
las provincias y parroquias por su peso histó-
rico y su cercanía a la población. La Constitu-
ción establece además el régimen de gobiernos 
especiales, en los casos que por razones demo-
gráficas, étnicas o ambientales, puedan crearse 
esos gobiernos, mismos pueden ser los distri-
tos metropolitanos, las circunscripciones terri-
toriales indígenas, afroecuatorianas y negras, 
y el caso particular de Galápagos, con un Con-
sejo de Gobierno, en tanto que la región ama-
zónica es un territorio especial sin gobierno.

(iv) 	Reconoce el carácter plurinacional e intercul-
tural del Estado originado en la existencia de 
entidades étnico-nacionales ancestrales. Ade-
más de reconocer los derechos colectivos a los 
pueblos y nacionalidades indígenas, afroecua-
torianos y montubios, define el mecanismo 
que permite la conformación de las Circuns-
cripciones Territoriales, Indígenas, Afroecua-
torianas y Negras, como un régimen especial 
de gobierno autónomo descentralizado en el 
marco de la organización territorial vigente.

(v) 	 Reconoce el rol protagónico de la ciudadanía 
en forma individual y colectiva a través del ejer-
cicio del derecho a la participación en todo el 
ciclo de la política pública: planificación, presu-
puestación, ejecución y evaluación; y en todos 
los niveles y sectores de gobierno: gobierno cen-
tral, regional, provincial, cantonal y parroquial, 
estableciendo que el régimen político del país 
tiende a modificarse desde la democracia repre-
sentativa hacia la democracia participativa.Fernando Buendía— Sociólogo, Máster en Desarrollo Local.

de la población porteña.
En este modelo urbano, a la “fealdad” (pobreza) 

se la debe esconder, alejar, negar, como ha suce-
dido históricamente –y está sucediendo ahora– con 
las invasiones, mismas que han sido promovidas 
como recurso político-clientelar, pero invisibiliza-
das en el momento oportuno en la “ciudad espectá-
culo”, que ha permitido la construcción de imagina-
rios sociales urbanos contradictorios y conflictivos 
entre sí, así como la hegemonía en la urbe de unas 
élites que deciden las estrategias urbanísticas y 
estéticas, sin tener en cuenta a la ciudadanía de la 
“polis” y la lógica de un urbanismo ciudadano, tal 
como lo sostiene el colombiano Armando Silva.

Los grandes pensadores de la ciencia política 
contemporánea nos señalan que la democracia es 
una forma de gestión social resultante del concurso 
de voluntades colectivas, acuerdos negociados y 
explícitos, respeto a las reglas de juego establecidas 
y aplicación de los mecanismos sancionadores a los 
transgresores. En este marco, los actores políticos 
y sociales impulsan negociaciones para concertar 
fines y actividades que permitan un mejor desen-
volvimiento y logros de la vida en sociedad. Esto 
deberían tenerlo en cuenta todos los gobernantes, 
desde el Presidente de la República hasta el Presi-
dente de la Junta Parroquial Rural, para alcanzar en 
concierto los objetivos como Estado-Nación.

Hay que celebrar que el gobierno nacional se 
preocupe por el crecimiento desmesurado y abu-
sivo de las invasiones en Guayaquil. Pero para que 
esta sea una sólida y perdurable medida de Estado 
aquello debe de coordinarse integralmente con la 
Municipalidad porteña.

Guayaquil, como actor en la globalización y 
centro primado en el Ecuador, exige impulsar ins-
titucionalmente su competitividad metropolitana 
frente al mercado mundial y su posicionamiento 
estratégico y productivo, según su función en la 
red urbana nacional y ubicación en el territorio 
patrio. Esto debe traducirse en un fortalecimiento 
y especialización de su base económica, en un pro-
yecto de incorporación de valores agregados y no 
de re-primarización, o centro gran exportador de 
commodities.

Guayaquil requiere un desarrollo subregional 
incluyente y equitativo, intra e interurbano, basado 
en un gobierno metropolitano que responda a las 
demandas sociales de las poblaciones de las conur-
baciones; con modalidades accesibles, baratas y 
públicas de dotación de los servicios urbanos e 
infraestructuras de consumo colectivo; caracteri-
zado por la lucha frontal y permanente a la pobreza 
en la metrópoli; la conformación de una oferta de 
suelo urbano y de viviendas para los más pobres 
por los poderes del Estado; y la protección efectiva 
del medio ambiente urbano.

La conjugación de estas políticas y programas 
permitirá que más allá de la lógica del cemento y la 
edificación hoy vigente, se construya una sólida 
integración social, se mejore la calidad de vida de 
sus habitantes y se genere bienestar para todos. 
Que todos se permitan disfrutar de la ciudad sin 
exclusiones e inequidades sociales y fortaleciendo 
la ciudadanía, principio de la gestión democrática 
de una ciudad moderna. 




